
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PROCESO EJECUTIVO CON TÍTULO HIPOTECARIO / ACREEDOR QUE ACTUÓ BAJO LA FIGURA DE LA ESTIPULACIÓN / ARTÍCULO 1506 DEL CÓDIGO CIVIL / REGULACIÓN Y CARACTERÍSTICAS / COBRO EXCESIVO DE INTERESES DE PLAZO / NO PUEDE DISCUTIRSE EN EL EJECUTIVO SI NO SON OBJETO DEL COBRO JUDICIAL.
… es claro que… se dijo que la obligación se adquiría a favor de Jonatan Cárdenas Arbeláez y que el señor Cárdenas Correa intervenía en el acto en los términos del artículo 1506 del C. Civil, que se refiere a la estipulación para otro, según el cual: 

“Cualquiera puede estipular a favor de una tercera persona, aunque no tenga derecho para representarla; pero sólo esta tercera persona podrá demandar lo estipulado; y mientras no intervenga su aceptación expresa o tácita, es revocable el contrato por la sola voluntad de las partes que concurrieron a él.

“Constituyen aceptación tácita los actos que solo hubieran podido ejecutarse en virtud del contrato”.

Regulación de la que emerge nítido que aun sin tener poder de otro, puede concebirse una obligación a favor o a cargo suyo, siempre que se entienda que quien estipula carece de legitimación para demandar por lo que se haya convenido, en tanto que para que el estipulado quede obligado es menester su aceptación, sea expresa o tácita. (…)
… como viene de decirse, en la escritura pública 3037 quedó constancia de la estipulación a favor de Jonatan Cárdenas Arbeláez, y como ello fue así, lo primero que surge, según el análisis que se hace, es que era este y no el estipulante Luis Alberto Correa, quien podía demandar ejecutivamente el pago de la obligación. 

Ahora, pierde de vista la parte recurrente que la aceptación de dicha estipulación puede ser expresa o tácita, y que una manifestación de ella la constituye, sin duda, la cesión que se hizo del crédito constituido en el primer instrumento público, misma que fue aceptada sin reparo por la propia demandada. (…)
La segunda razón del disentimiento estriba en que el Juzgado negó la excepción de cobro excesivo de intereses de plazo, y la pérdida de los que fueron cobrados…
Escrutado el desarrollo de las obligaciones adquiridas entre las partes y lo que se demanda en este caso concreto, fácil se observa que la segunda de las situaciones planteadas por el juzgado sería suficiente para desechar la alzada y mantener lo resuelto, pues esta Sala advierte su acierto al señalar que si los intereses durante el plazo no son objeto de recaudo en esta causa, es inadecuado, al menos por la vía ejecutiva, reclamar su cobro excesivo y su consecuente pérdida.
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Acta Nº 494 de octubre 10 de 2019
En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, resuelve la sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra el fallo proferido el 28 de noviembre de 2014 por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Descongestión de Envigado, en el proceso ejecutivo con garantía hipotecaria que iniciaron Cecilia del Socorro, Gloria Inés y Beatriz Elena Arango Rozo frente a María Gladis Jaramillo Herrera y Katherine Osorno Jaramillo. 

ANTECEDENTES

Cecilia del Socorro, Gloria Inés y Beatriz Elena Arango Rozo demandaron a María Gladis Jaramillo Herrera con el fin de que se ordenara la venta en pública subasta de los inmuebles de matrículas 001-1047964, 001-1047966, 001-1047967, para pagarles, con su producto, la suma de $177’000.000,oo como capital, más los intereses moratorios a la máxima legal permitida, desde el 29 de septiembre de 2012. 

 



Con tal fin, adujeron que la demandada era propietaria del inmueble de matrícula 001-1030740, que adquirió una parte en la sucesión del causante Hernán Herrera Santamaría, según consta en la escritura pública 2253 del 9 de julio de 2007, y la otra mediante compra que hizo con la escritura pública 2268 del 27 de agosto de 2009, en la cual se englobaron los dos lotes. 

  



Mediante escritura pública 3037 del 25 de septiembre de 2009, la demandada constituyó hipoteca de primer grado a favor de Jonatan Cárdenas Arbeláez, sobre el inmueble referido, por la suma de $100’000.000,oo, con un plazo de un año, e intereses de plazo del 2% mensual y de mora a la tasa máxima autorizada. 

  



Sobre el terreno, la propietaria levantó el edificio Santamaría de Milán, sometido al régimen de propiedad horizontal, compuesto por varias oficinas, locales y apartamentos, del que surgieron las varias matrículas inmobiliarias, entre ellas las señaladas inicialmente. 

  



El 23 de noviembre de 2010, el acreedor cedió, endosó y traspasó a favor de Diana Cristina Bolívar Acosta o Marina del Socorro Acosta Arango, la suma de $50’000.000,oo; y a Luz Elena Acosta Arango un valor igual, para un total de $100’000.000,oo, obligaciones garantizadas con la hipoteca.

 



El 24 de noviembre del mismo año, mediante escritura pública 3581, la demandada amplió el crédito hipotecario en favor de los anteriores cesionarios por la suma de $170’000.000,oo, para un total de $270’000.000,oo, con intereses del 1.8% durante el plazo, a partir del 23 de noviembre; capital que quedó distribuido entre los acreedores, así: $135’000.000,oo a favor de Diana Cristina Bolívar Acosta o Marina del Socorro Acosta Arango; e igual cantidad a favor de Luz Elena Acosta Arango o Juan Carlos Restrepo Acosta, y se prorrogó el plazo para pagar el capital a 6 meses más, a partir de esa fecha, en tanto que las demás cláusulas de la escritura 3037 continuaron vigentes y el gravamen se mantuvo sobre los inmuebles ya mencionados, entre otros. 
   



Por documento privado del 28 de diciembre de 2011, Luz Marina y Luz Elena Acosta Arango, cedieron, endosaron y traspasaron a favor de Cecilia del Socorro, Beatriz Elena y Gloria Inés Arango Rozo, el crédito hipotecario por valor de $270’000.000,oo, al que quedaron afectados los señalados inmuebles. De ese valor, la demandada adeuda la suma de $177’000.000,oo, pues abonó parte del capital y $36’200.000,oo por concepto de intereses, que cubrió hasta el 28 de septiembre de 2012, desde cuando debe los moratorios. 
Se libró la orden ejecutiva el 17 de junio de 2013 (f. 33, c. 1). Luego, ante la respuesta de la Oficina de Registro sobre la inscripción del embargo, como quiera que respecto del inmueble de matrícula 001-1047964 apareció como propietaria Katherine Osorno Jaramillo, se le llamó al trámite (f. 46, c. 1).

Notificada la demandada María Gladis Jaramillo Herrera el 1° de noviembre de 2013 (f. 101, c. 1), por medio de asesor judicial propuso varias excepciones que nominó: (i) falta de legitimación en la causa por activa, dado que ella se obligó con el señor Luis Alberto Cárdenas Correa, quien estipuló para otro, por lo que solo él estaba facultado para demandar, en los términos del artículo 1506 del C. Civil, pues se desconoce revocatoria o aceptación por parte de Jonatan Cárdenas Arbeláez, en favor de quien se estipuló; (ii) falta de legitimación en la causa por pasiva, como consecuencia de lo anterior; (iii) cobro excesivo de intereses de plazo, por cuanto los que se pagaron por ambas obligaciones excedieron el límite legal; (iv) pérdida de los intereses cobrados en exceso; y (v) falta de claridad de la obligación cobrada, por cuanto no se especificó la fecha en que se hizo el abono de los intereses de plazo por $32’000.000,oo, ni la tasa a la que fueron liquidados, ni el lapso que comprendían. 
En iguales términos se pronunció Katherine Osorno Jaramillo (f. 112, c. 1), pero agregó como excepción la inexistencia de la obligación a su cargo, pues nunca solicitó o adquirió dinero en mutuo de las demandadas o sus cedentes. 

Los demandantes se pronunciaron sobre las excepciones, para oponerse a sus fundamentos. Decretadas las pruebas (f. 157, c. 1) y practicadas las que lo requerían (cuaderno 2), alegaron las partes (f. 160 y 161, c. 1). Sobrevino la sentencia en la que se desestimaron las excepciones y se dispuso la venta en pública subasta de los inmuebles dados en hipoteca, para garantizar el pago de la suma por la que se libró la orden ejecutiva (f. 163, c. 1).
En síntesis, dijo el Juzgado que con la demanda se allegó el título ejecutivo suficiente para incoar el pago; sobre la excepción de falta de legitimación aludió a la estipulación por otro y concluyó que en un evento tal, es el tercero para el que se estipula quien puede demandar, facultad que recaía en Jonatan Cárdenas, quien cedió el crédito a favor de otras personas que, a la vez, lo transfirieron a las ahora ejecutantes. Sobre el cobro excesivo de intereses, señaló que era carga de la parte demandada acreditar los fundamentos de la excepción, pero en este caso se quedó en una mera afirmación, sin elementos de persuasión sobre el exceso, fuera de que los intereses remuneratorios no están siendo cobrados en este asunto. 

Apelaron las demandadas que insisten en que sí hubo un cobro excesivo de intereses de plazo y el juzgado omitió darle trascendencia al hecho de que las demandantes aceptaron haber recibido $32’000.000,oo, y como no se indicó la fecha, ni como se imputó el pago, tampoco la tasa y cuál era el saldo insoluto, la obligación carece de claridad; además, el Notario, al ampliar la hipoteca, les hizo saber a los comparecientes que el interés pactado superaba el monto máximo permitido para entonces, a lo que los contratantes hicieron caso omiso. 

De otro lado, insistió en que la codemandada María Gladis Jaramillo Herrera, se obligó exclusivamente con Luís Alberto Cárdenas Correa, quien estipuló por otro y solo aquél está legitimado para cobrar, tanto más si no aparece revocatoria o aceptación por parte de Jonatan Cárdenas. Se rompió, dice, la cadena de endosos, cesiones o transferencias. 
CONSIDERACIONES

1.
Los presupuestos procesales se reúnen uno a uno y no se advierte circunstancia alguna que pueda invalidar lo actuado. 

2.
El problema por definir es si se confirma el fallo que ordenó proseguir la ejecución con el avalúo y remate de los bienes, o si debe revocarse como imploran las demandadas, por falta de legitimación para demandar y de claridad en la obligación, así como por el obro excesivo de intereses. 

3.
Como antes se dijo, se les cobra aquí a las demandadas un crédito que asciende a $177.000.000,oo como capital, más los intereses moratorios sobre esa cantidad desde el 29 de septiembre de 2012, en virtud de la hipoteca constituida sobre los inmuebles de matrículas 001-1047964, 001-1047966, 001-1047967. 

 



Tal obligación derivó de que la demandada María Gladis Jaramillo Herrera era propietaria del inmueble de matrícula 001-1030740, adquirido, una parte en la sucesión del causante Hernán Herrera Santamaría, según la escritura pública 2253 del 9 de julio de 2007, y la otra mediante compra que hizo con la escritura pública 2268 del 27 de agosto de 2009, en la que se englobaron ambos lotes.
  



Luego, mediante escritura pública 3037 del 25 de septiembre de 2009, la demandada constituyó hipoteca de primer grado a favor de Jonatan Cárdenas Arbeláez, sobre el inmueble referido, por la suma de $100’000.000,oo, con un plazo de un año, e intereses de plazo del 2% mensual y de mora a la tasa máxima autorizada; además, se construyó sobre el lote el edificio Santamaría de Milán, sometido al régimen de propiedad horizontal, del que surgieron las varias matrículas inmobiliarias, entre ellas las ya señaladas. 

  



El 23 de noviembre de 2010, el acreedor cedió, endosó y traspasó a favor de Diana Cristina Bolívar Acosta o Marina del Socorro Acosta Arango, la suma de $50’000.000,oo; y a Luz Elena Acosta Arango un valor igual, para un total de $100’000.000,oo, obligaciones garantizadas con la hipoteca.

 



El 24 de noviembre del mismo año, mediante escritura pública 3581, la demandada amplió el crédito hipotecario en favor de los anteriores cesionarios por la suma de $170’000.000,oo, para un total de $270’000.000,oo, con intereses del 1.8% durante el plazo, a partir del 23 de noviembre; capital que quedó distribuido entre los acreedores, así: $135’000.000,oo a favor de Diana Cristina Bolívar Acosta o Marina del Socorro Acosta Arango; e igual cantidad a favor de Luz Elena Acosta Arango o Juan Carlos Restrepo Acosta, y se prorrogó el plazo para pagar el capital a 6 meses más, a partir de esa fecha, en tanto que las demás cláusulas de la escritura 3037 continuaron vigentes y el gravamen se mantuvo sobre los inmuebles ya mencionados, entre otros. 

   



Por documento privado del 28 de diciembre de 2011, Luz Marina y Luz Elena Acosta Arango, cedieron, endosaron y traspasaron a favor de Cecilia del Socorro, Beatriz Elena y Gloria Inés Arango Rozo, el crédito hipotecario por valor de $270’000.000,oo, al que quedaron afectados los señalados inmuebles. De ese valor, la demandada adeuda la suma de $177’000.000,oo, pues abonó parte del capital y $36’200.000,oo por concepto de intereses, que cubrió hasta el 28 de septiembre de 2012, desde cuando debe los moratorios. 

Con fundamento en ello, al haberse aportado los documentos pertinentes, esto es, primeras copias auténticas de las escrituras señaladas, en las que se constituyó el gravamen y se amplió y se celebró el contrato de mutuo con intereses, igual que la hipoteca, (f. 2 a 14, c. 1), el Juzgado libró la orden ejecutiva, pues en ellos halló una obligación clara, expresa y exigible, al tenor de lo que regulaba el artículo 488 del C de P. Civil, vigente para el momento en que se instauró la demanda, fuera de que se cumplieron las condiciones del artículo 554 ibídem.
Por ello era previsible que se ocupara de las excepciones que fueron propuestas, que despachó desfavorablemente, y como la réplica se hace consistir en esos mismos argumentos, la Sala abordará una a una las situaciones decantadas con el propósito de establecer quién tiene la razón, aunque desde ya anticipa que está de parte de la funcionaria de primer grado. 
4.
El primer aspecto atañe a la legitimación en la causa por activa y por pasiva, que se ha discutido por una situación específica que es la que se analizará: que la obligación se contrajo con el señor Luis Alberto Cárdenas Correa quien dijo estipular para Jonatan Cárdenas Arbeláez, por tanto, solo este último podía entablar la demanda, por una parte; y por la otra, como Jonatan no aceptó la estipulación, se rompió la “cadena de endosos”. 
Ciertamente, a la Notaría 16 del Círculo Notarial de Medellín, acudieron el 25 de septiembre de 2009 los señores María Gladis Jaramillo Herrera y Luis Alberto Cárdenas Correa; y en la escritura pública 3037 de esa fecha, quedó constancia de ello; pero también es claro, que en su contenido se dijo que la obligación se adquiría a favor de Jonatan Cárdenas Arbeláez y que el señor Cárdenas Correa intervenía en el acto en los términos del artículo 1506 del C. Civil, que se refiere a la estipulación para otro, según el cual: 
Cualquiera puede estipular a favor de una tercera persona, aunque no tenga derecho para representarla; pero sólo esta tercera persona podrá demandar lo estipulado; y mientras no intervenga su aceptación expresa o tácita, es revocable el contrato por la sola voluntad de las partes que concurrieron a él.
Constituyen aceptación tácita los actos que solo hubieran podido ejecutarse en virtud del contrato.

Regulación de la que emerge nítido que aun sin tener poder de otro, puede concebirse una obligación a favor o a cargo suyo, siempre que se entienda que quien estipula carece de legitimación para demandar por lo que se haya convenido, en tanto que para que el estipulado quede obligado es menester su aceptación, sea expresa o tácita. 
Ha explicado la jurisprudencia sobre esta figura, de tiempo atrás
, que: 

…la estipulación para otro, es un negocio jurídico “por cuya inteligencia, una de las partes (estipulante) designa y atribuye a un tercero el derecho inherente a la prestación debida por la otra (promitente), quien admite la estipulación y contrae la obligación de cumplirla a aquél, único legitimado para exigirla sin asumir prestación alguna y con cuya aceptación, aún por conducta concluyente, si el pacto es puro y simple o, siendo condicional, verificada la condición, se torna irrevocable, intangible e inmodificable (artículo 1506 Código Civil); presuponiendo, según ha advertido de vieja data la jurisprudencia,  justamente por elemento estructural la presencia de un tercero, esto es, que el beneficiario de la prestación, “ni directamente ni por procuración ha intervenido en su celebración, y que en tal sentido ha sido totalmente extraña al mismo” (casación civil de 10 de marzo de 1970, CXXXIII, 121, reiterada en los fallos S-003 de 1993 y S-014 de 1997 y en idéntico sentido, cas. civ. de 23 de noviembre de 1927, XXXVI, 123; 27 de septiembre de 1939, XLVIII, 694; 29 de enero de 1943, LV, 13; 14 de noviembre de 1952, LXXIII, 678; 16 de noviembre de 1956, 53, 820; G. Gandolfi G., Il Contratto a Favore di Terzi nel Codice Europeo dei Contratti, in Riv. Trim. di Dir. e Proc. Civile, settembre 2003; P. Gallo, Contratto a favore del terzo in diritto comparato, in Novissimo Digesto Italiano; A. Giovene, Il negozio giuridico rispetto ai terzi, Torino, Unione Tipográfico-Editrice Torinese, 1917; Majello, L’interesse dello stipulante nel contratto a favore di terzi, Napoli, 1962;  F. Messineo, Contratto nei erapporti col terzo, Enciclopedia del Diritto, Milano, Giuffré, 1959; G. Pacchioni, I contratti a favore di terzi, Studio di diritto romano, civile e commerciale, Milano, Valardi, 1927 [trad. esp. F. Javier Osset, Madrid, Reus, 1948]; M. H. Pájaro Moreno, La relatividad del contrato y los terceros, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2005; P. Rescigno Studi sull’accollo, Milano, 1958)” (cas.civ. sentencia de 1 de julio de 2008, [SC-061-2008], exp. 11001-3103-033-2001-06291-01).  

Caracteriza este negocio jurídico, la presencia ineludible de un tercero beneficiario a cuyo favor una de las partes (estipulante) acuerda con la otra (promitente), atribuirle un interés, derecho o prestación respecto del último. 

El tercero adquiere un derecho propio, personal, exigible por él y derivado directamente de la estipulación, en virtud y por efecto de ésta, susceptible de revocación o modificación hasta cuando se produzca su aceptación expresa o “tácita”, siendo revocable o modificable antes de ésta y en forma unilateral por el estipulante, pero aceptada se torna irrevocable e inmodificable, atribuyéndole la legitimación exclusiva para exigirla y ejercer las acciones correspondientes a su derecho.  

El beneficiario no es parte de la estipulación a su favor, tampoco del contrato que la contenga, su posición es la de tercero en esa relación jurídica, y sus derechos son únicamente los de la prestación prometida acordada ex ante por los contratantes, estipulante y promitente.

En orden a lo expuesto, inserta la estipulación a favor del tercero en un contrato, su derecho se restringe a la prestación prometida, sin convertirse en parte ni comprender los derechos u obligaciones de la relación entre el estipulante y el promitente o la del contrato entre éstas, desde luego que la titularidad, contenido y efectos de una u otra son diferentes…
.
Descendiendo al caso de ahora, como viene de decirse, en la escritura pública 3037 quedó constancia de la estipulación a favor de Jonatan Cárdenas Arbeláez, y como ello fue así, lo primero que surge, según el análisis que se hace, es que era este y no el estipulante Luis Alberto Correa, quien podía demandar ejecutivamente el pago de la obligación. 

Ahora, pierde de vista la parte recurrente que la aceptación de dicha estipulación puede ser expresa o tácita, y que una manifestación de ella la constituye, sin duda, la cesión que se hizo del crédito constituido en el primer instrumento público, misma que fue aceptada sin reparo por la propia demandada. Así consta a folio 7 del cuaderno principal. 

Después vino la ampliación del crédito y la hipoteca que hizo la señora Jaramillo Herrera, a quienes les fue cedido el crédito inicial, con lo cual, no advierte esta Sala equivocación alguna en el Juzgado de primer grado al tener como legitimadas a la partes, por cuanto, se perfeccionó aquella estipulación en los términos del artículo 1506 citado. 

Tal reparo, en consecuencia, no puede abrirse paso. 

5. 
La segunda razón del disentimiento estriba en que el Juzgado negó la excepción de cobro excesivo de intereses de plazo, y la pérdida de los que fueron cobrados. Y lo hizo con soporte en dos argumentos: el primero, que incumpliendo la carga de la prueba, la parte demandante omitió acreditar que tales intereses de plazo fueron realmente cobrados y efectivamente pagados, supuesto necesario para la imposición de la sanción prevista en el artículo 72 de la Ley 45 de 1990. Y el segundo, que en este caso ninguna suma derivada de intereses de plazo se ejecuta, por tanto, es inviable tale regulación. 
Escrutado el desarrollo de las obligaciones adquiridas entre las partes y lo que se demanda en este caso concreto, fácil se observa que la segunda de las situaciones planteadas por el juzgado sería suficiente para desechar la alzada y mantener lo resuelto, pues esta Sala advierte su acierto al señalar que si los intereses durante el plazo no son objeto de recaudo en esta causa, es inadecuado, al menos por la vía ejecutiva, reclamar su cobro excesivo y su consecuente pérdida. Ello no obstaba para que, por la senda del proceso verbal, como señalaba el numeral 8 del parágrafo 2 del artículo 427 del C.P.C. se pudiera ventilar la situación.
En una decisión de orden constitucional, que sirve como criterio auxiliar, así lo aceptó la Sala de Casación Civil de la Corte, luego de considerar admisible la posición del juzgador que negó la pretensión relacionada con la pérdida de intereses de plazo, por cuanto no se estaban ejecutando. Dijo la alta Corporación, en su momento, que: 
el tribunal previa valoración jurídica y objetiva de la demanda y el correspondiente mandamiento ejecutivo, se ajustó en la sentencia acusada a los términos que tales actos ofrecen y que, contrario a lo afirmado por la sociedad accionante, resolvió las excepciones al determinar, de una parte, que como la pretensión ejecutiva propuesta en la demanda se refería, exclusivamente, al pago de los intereses moratorios, debía revocarse el punto relacionado con los de plazo por no haber sido solicitados, ni ordenados en el mandamiento de pago; y de otra, que para efectos de la sanción que establece el artículo 72 de la ley 45 de 1990, no se demostró que el acreedor hubiera cobrado y recibido los intereses de mora en exceso, ni que el ejecutado hubiera pagado tales intereses. 

En esos términos la sentencia acusada en el plano constitucional no permite vislumbrar una conducta  caprichosa o arbitraria del funcionario accionado, por lo que fundándose en un criterio razonable excluya la presencia de una vía de hecho que conduzca a la violación del debido proceso: primero esa determinación emana del ejercicio de las facultades que para el efecto tiene el juez que conoce de la apelación; y segundo, corresponde a una adecuada valoración de las piezas procesales; de allí que las conclusiones adoptadas en el escenario natural no puedan ser revisadas por el juez constitucional, que en esencia no puede sustituir a aquel para la definición de un asunto de plena competencia del primero.

2. Además, cuenta la ejecutada con las acciones civiles correspondientes ante los jueces competentes para su reclamación sobre la pérdida de intereses de plazo-artículo 427-8 del Código de Procedimiento Civil-, si es que demuestra tener derecho a ello, mecanismo este que hace improcedente la petición constitucional solicitada, cuanto que la acción de tutela es de carácter subsidiario.

Y si es que el hecho de no haberse cobrado intereses de plazo en este específico evento se pudiera dar por superado, como se puede observar, también esta decisión responde a la otra cuestión que propone el fallo, esto es, que para proceder a la declaración del cobro excesivo de los intereses y su pérdida, es menester probar, por un lado, que fueron efectivamente pagados, y por el otro, la cuantía en que ello ocurrió, nada de lo cual se acredita en el proceso. 

Aunado a lo anterior, aunque al decidir sobre la excepción nada se dijo, salta a la vista para la Sala una cuestión clara, que enervaría cualquier pretensión de reducción o pérdida sobre intereses de plazo.  

Vuelta la vista sobre los documentos que contienen la obligación que se ejecuta, se encuentra que originalmente, en la escritura pública 3037, el convenio fue pagar la suma de cien millones de pesos, en un año, contado desde el 25 de septiembre de 2009, con un plazo de un año, a favor de Jonatan Cárdenas Arbeláez.
No obstante, el señor Cárdenas Arbeláez cedió el crédito el 23 de noviembre de 2010, esto es, cuando ya estaba de plazo vencida, a Diana Cristina Bolívar Acosta o Marina del Socorro Acosta Arango por cincuenta millones de pesos y a Luz Elena Acosta Arango o Juan Carlos Restrepo Acosta, por otro tanto, 50 millones, junto con los intereses a partir de esa fecha. 
Luego, el 24 noviembre de 2010, se amplió la hipoteca a doscientos setenta millones de pesos, y se prorrogó el plazo por seis meses más a favor de Diana Cristina Bolívar Acosta, personalmente y como agente oficiosa de Marina del Socorro Acosta Arango y luz elena acosta Arango, personalmente y como agente oficiosa de Juan Carlos Restrepo Acosta,

A su vez, esta obligación fue cedida el 28 de diciembre de 2011, es decir, también vencida, a Cecilia del Socorro Arango Rozo y/o Beatriz Elena Arango Rozo y/o Gloria Inés Arango Rozo con los intereses a partir de esa fecha.
  



Ambas cesiones fueron aceptadas expresamente por la ahora demandada, con lo que debía ser diáfano para ella que, si hubo pago de intereses durante el plazo, lo que quedó sin probar, ocurrió por períodos muy anteriores a los que contiene la demanda, y se efectuó a personas diferentes a las que en este caso ejecutan, es decir, a quienes en su momento cedieron los créditos, con lo cual se tornaría imposible señalar a las ejecutantes de cobrar en exceso unos intereses de plazo que nunca recibieron y, consecuencialmente, aplicarles una sanción por pérdida de los mismos. 

  



De manera que tampoco esta protesta sale avante. 

6. 
Ni la que tiene que ver con la falta de claridad sobre la obligación que se demanda, pues ella se hace consistir en que se anunció un abono y el pago de unos intereses sin precisar a qué se imputaban y desde qué fecha. Pero, basta ver el hecho décimo de la demanda y lo que en el numeral anterior se analizó, para concluir, de un lado, que la suma que se cobra es de $177’000.000,oo, pues las ejecutantes tuvieron como abono al capital la suma de $93’000.000,oo, que descontaron de los $270’000.000,oo a que ascendía el capital cedido; lo que significa que sí se precisó esa imputación. Y por el otro, que tal como se advirtió, la obligación cedida a las ahora ejecutantes ya era exigible, con lo que resulta claro que al aceptar el pago de $36’200.000,oo, por concepto de intereses, estos eran moratorios y no de plazo, cubiertos, según se afirmó, hasta el 28 de septiembre de 2012, y es desde allí que se siguen cobrando, sobre el capital insoluto. 
7.
Viene como consecuencia de lo dicho que la sentencia será confirmada. Se condenará en costas de segundo grado a la recurrente. Como quiera que este asunto debe hacer tránsito de legislación al CGP una vez se notifique este fallo, ellas se liquidarán en la forma prevista en el artículo 366 del actual estatuto procesal. Para tal fin, en auto separado se fijarán las agencias en derecho pertinentes. 

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA el fallo del 28 de noviembre de 2014, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Descongestión de Envigado, en el proceso ejecutivo con garantía hipotecaria que iniciaron Cecilia del Socorro, Gloria Inés y Beatriz Elena Arango Rozo frente a María Gladis Jaramillo Herrera y Katherine Osorno Jaramillo.

Costas a cargo de la recurrente; para su tasación se fijarán por separado las agencias en derecho. 
Notifíquese

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


        DUBERNEY GRISALES HERRERA
Ausente con justificación
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de julio 1° de 2009, radicado 11001-3103-039-2000-00310-01, M.P. William Namén Vargas.  


� También se aludió en términos similares en la sentencia del 16 de febrero de 2011, radicado 23001-3103-003-2002-00040-01, M.P. Edgardo Villamil Portilla. 


� Sentencia de mayo 10 de 2004, radicado 1100102030002004-00429-01, M.P. Silvio Fernando Trejos Bueno. 
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